Testimonio para la Querella 4591/10 presentada al Juzgado Nº 1 de Buenos Aires,
República Argentina.
D. Xxxxxxxxxxxxxxxx, con DNI XXXXXXXXXX, y domiciliado en la calle Xxxxxxx, Nº 0000 de Xxxxx (provincia), como Presidente de la Asociación Socio-Cultural “Xxxxxxxx”, por mandato de la Asamblea General celebrada el 00 de Xxxxx de 2012 y de la consiguiente Junta Directiva celebrada tras aquella, cuya resolución se acredita en documento adjunto, declara:

Que unos militares golpistas, por haber salido victoriosos en la guerra civil que desataron con su sublevación militar contra la República española y el Gobierno Autónomo Vasco, fueron capaces de aguantar en el poder durante cuarenta años, gracias a la ayuda de varios gobiernos europeos que permitieron su existencia y terminaron dándoles su apoyo. El bombardeo de Gernika, cuyos 75 años conmemoramos este año, es el mayor exponente de aquella infamia.

Miles de combatientes que se revelaron contra aquella dictadura sufrieron por ello persecución y cárcel. Y más tarde, en el proceso de transición que el Gobierno franquista se vio forzado a abrir hacia una democracia formal, los golpistas y sus seguidores se auto-amnistiaron, permitiendo, presionados por las demandas y grandes movilizaciones populares, excarcelar a unos 800 presos políticos que todavía tenían en sus cárceles. Esta operación la adornaron con la llamada “Ley 46/1977 de Amnistía”.

Por una nada sorprendente paradoja, la Amnistía, con mayúsculas, que fue la reivindicación política central de las luchas contra el franquismo en su etapa final, a manos de los legisladores de la transición se convirtió en una auténtica “ley de punto final” para los crímenes cometidos durante más de cuarenta años de dictadura. Y esa misma ley es hoy la coartada que esgrime el poder judicial español en su defensa cerril de la impunidad del franquismo. 

La “Ley 46/1977 de Amnistía”, sin ni siquiera un prólogo explicativo y ocupando apenas una página del BOE, ya en dos apartados de su artículo segundo hace desaparecer cualquier tipo de responsabilidad por el enorme atropello sufrido por miles de personas: “En todo caso están comprendidos en la amnistía...e) los delitos y faltas que pudieran haber cometido las autoridades, funcionarios y agentes del orden público, con motivo u ocasión de la investigación de los actos incluidos en esta Ley. f) los delitos cometidos por los funcionarios y agentes del orden público contra el ejercicio de los derechos de las personas”.
La dictadura militar fascista del general Franco, victorioso en su sublevación contra una República democráticamente elegida, ya en Febrero de 1939 proclamó inmediatamente una “Ley de Responsabilidades Políticas” que acarreó muerte, prisión, y requisas de bienes a cientos de miles de personas defensoras de aquella República. Quienes colaboraron vergonzosamente con la llamada “Transición española” de 1976-77 no quisieron, denunciando y anulando la anterior, proclamar otra “Ley de Responsabilidades Políticas” por cuarenta años de dictadura absolutamente golpista y criminal.

Consecuencia de ello fue que todo el aparato judicial, militar, policial y administrativo pasó incólume desde la dictadura a la democracia y, evidentemente, hoy se opone con uñas y dientes a la apertura de cualquier proceso de responsabilidades en el que estaría directamente implicado. 

Pero en ese prolongado túnel se vislumbra una luz que bien pudiera indicar una salida digna y justa: la querella 4591/10 “N.N. Genocidio”, presentada ante el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional nº 1, Secretaría nº 1, de la ciudad de Buenos Aires, República Argentina, que ha sido admitida por su titular, la juez María Servini de Cuvría. La querella denuncia el genocidio o subsidiariamente los delitos de lesa humanidad cometidos por el régimen franquista y sus autores durante el periodo comprendido entre el 17 de julio de 1936 y el 15 de junio de 1977.

Por primera vez se abre la posibilidad de exigir responsabilidades al franquismo por sus crímenes contra la humanidad, que los principios de la justicia internacional consideran imprescriptibles. Es triste que tenga que ser desde Argentina, pero nuestra Asociación se presenta ante el juzgado argentino que tramita esa causa porque queremos llevar lo más lejos que podamos la denuncia de aquella sangrienta dictadura.

Animamos a la Sra. Juez Dña. María Servini de Cuvría a que procure recoger el mayor número de testimonios documentados y denuncias de los atropellos franquistas, para que se haga una idea clara de la dimensión de aquella infamia, así como para que se exijan responsabilidades y se aplique la justicia que en este Estado se nos niega.
Algunos Estamentos del Franquismo y personas que denunciamos:
I.- Tribunal de Orden Público
Para formar parte de los tribunales y juzgados, todos los que en ellos se integraron juraron acatamiento a los “Principios Fundamentales del Movimiento” de un régimen fascista, y con total conocimiento de causa aplicaron una legislación represora de libertades y derechos fundamentales de las personas siendo responsables directos del enorme dolor que infligieron. Por ello pedimos que sean públicamente denunciados y se les exijan las responsabilidades jurídicas y penales que pudieran corresponderles.

El Listado de miembros del Tribunal de Orden Público es el siguiente:

Presidentes: Enrique Amat Casado, José de Hijas Palacios, José Francisco Mateu Canoves

Magistrados: Antonio Torres Dulce Ruiz, Carlos María Entrena Klet, José Redondo Salinas, Antonio Martínez Carrera, Fernando Méndez Rodríguez, Fernando Cid Fontán, Gabriel Gonzálvez Aguado.
Magistrados sustitutos: Tomás Pereda Iturriaga, Tomás Marcos Garmendia, Víctor Serván Mur, Saturnino Gutiérrez de Juana

Jueces de Instrucción: José Garralda Valcárcel, Jaime Mariscal de Gante, Manuel González Alegre, Manuel Gómez Villaboa Novoa, Diego Córdoba García, Rafael Gómez Chaparro

Jueces de Instrucción sustitutos: Agustín Muñoz Álvarez 
Fiscales: Antonio González Cuellar, Félix Hernández Gil, Luis Manuel Poyatos Bernáldez, José María Riera Larios, Luis Beneytez Merino, Lisardo Fuentes Bullido, Eugenio Antonio de Herrera Martín, Jesús Silva Porto.

Fiscales en situaciones especiales: Carlos Iglesias Selgas, Rafael García de Prado Ruiberris de Torres.

Secretarios del TOP: Luis Filgueira Álvarez de Toledo, Sebastián Baños de la Torre, Ladislao Roig Porras, Joaquín Casinello Clares

Secretarios del JOP: Vicente Tejedor del Cerro, Rafael Ramírez-Cárdenas Martínez, Eugenio López López.

II.- Tribunales Militares
Francisco Carbonell Cadenas de Llano (presidente consejo militar 12 de septiembre 1975)

Mariano Martín Benavides (juez militar instructor de la causa)

Juan Romero Manso (componente del consejo militar)

Bartolomé Chacón Molina (componente del consejo militar)
Pedro Pérez de Eulate y Vida (componente del consejo militar)

Ricardo Muñoz Gascón  (componente del consejo militar)
Miguel Zúñiga Hernández (componente del consejo militar)

Rufo Baena Martínez (componente del consejo militar)

Tomás López-Jurado Luque (componente del consejo militar)

Ramón González Arnao ((fiscal)

Jesús Cejas Mohedano (capitán auditor y vocal ponente)

José Rey Mora (ponente)

Ángel Urquijo Quiroga (ponente)

Juan García Saro (ponente)

Félix Martín Pérez (juez instructor)

Hidalgo (capitán)

López (sargento)

Losada (sargento)

III.- Listado miembros de la Brigada Político Social
La Brigada Político Social fue la policía política del régimen franquista, los encargados de reprimir cotidianamente cualquier atisbo de libertad, especialistas en los malos tratos y la tortura. La lista que sigue la integran policías recordados por infligir malos tratos y/o torturas a personas de todo tipo y condición que aun recuerdan sus nombres:

Saturnino Yagüe

Roberto Conesa

José Antonio González Pacheco (Billy el niño)

Alfredo Camisen Fernández

Álvaro Varela Guillen

Ampelio Alonso López

Antonio Carballo Herranz 

Antonio Ríos Sánchez

Blas Coa Álvarez

Carlos Domínguez Sánchez

Carlos Santos Anechina Checa

Cecilio Mirasierras Trinidad

Celso Galvan

Conrado Delso (El Gitano)

Cosme Martínez Roy

Donato Rubio Castejón

Eduardo Pérez Valdivia

Eleuterio Fernández-Giro Domech

Enrique Calvet Clemente

Enrique Maqueda de León

Francisco Javier Tejedor Peña

Francisco Javier Vázquez Torres

Francisco Luís Colino

Francisco Murciano Albandez

Francisco Sánchez Gil

Gabaldón

Jesús Simón Cristóbal

José Alcarria González

José Antonio Magro Górgoles

José Blanco Martín

José Díaz Linares

José Francisco Falcon García

José García Valiño

José Ignacio Giralte
José López Usero

José Manuel Enríquez Míguez

José Manuel Yáñez Pérez

Juan Antonio González García

Juan García Gelabert

Ignacio Úbeda Romero Gómez Cobo

Isidoro Martín Martín

Lorenzo Buendía Ayala

Luis María García López

López Arribas

Manuel Blanco Alcolea

Manuel Conde Sandoval

Manuel Picón Cremata

Mariano Rojo de Pablos

Máximo Valero de Castro

Melitón Manzanas

Pablo López Marín

Palomo

Pedro Martínez Madurga

Pérez Abril

Raimundo Maestro Rebaque

Ricardo Algar Barrón

Sainz (comisario de Bilbao)

Salvador Bonel Esperanza

Santiago González Ventosa

Santos Pérez Abril

Serafín Miranda Fernández

Tarsicio Casado Santos
IV.- Listado funcionarios de prisiones
Antonio Rodríguez Alonso  (director cárcel Puerto de Santa María)

Francisco Tercero Muños (director cárcel de Soria) 

Javier Cabezudo Hernández (director cárcel de Carabanchel)

José Manuel de la Fuente (director cárcel de Soria)

José Mateo Pérez (director cárcel Zaragoza 1974)

Prudencio de la Fuente (director cárcel de Burgos)

Indalecio Arcos Montoya (funcionario cárcel Carabanchel 1973)

Acabar con la impunidad del franquismo es hoy una tarea posible, se lo debemos a todos los miles de combatientes antifranquistas y a quienes hoy siguen luchando por una Euskal Herria libre, solidaria y justa, y por un mundo mejor.
En Xxxxxxx, a tantos de tantos de 2012.

Asociación “Xxxxxxxxxxxx”

Presidente:

Xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx
